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DICTAMEN DE 25 DE ENERO DE 2019 RELATIVO AL PROYECTO DE DECRETO FORAL NORMATIVO POR EL QUE SE REFUNDE LA NORMATIVA REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE VEHÍCULOS DE TRACCIÓN MECÁNICA.
I.- ANTECEDENTES DE HECHO

El proyecto de Decreto Foral Normativo objeto del presente Dictamen ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por el Diputado Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 17 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo. A la petición de dictamen se acompaña una memoria con los resultados de los trámites de audiencia e información pública, un informe de impacto normativo, un informe de efecto económico, un informe de incidencia presupuestaria  y un informe de evaluación previa de impacto del género, tal como dispone el Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa.

En concreto, el proyecto contempla la refundición de la normativa reguladora del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS

1.- COMPETENCIA DE LA COMISIÓN CONSULTIVA PARA LA EMISION DEL DICTAMEN

El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las cuales se encuentra [apartado 1.a)] emitir dictamen sobre “Proyectos de Decretos Forales Normativos”.

La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico en esta materia la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece: “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.

A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.

El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, establece en su artículo 1. Uno:

“Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”.

Por su parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el art. 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.

El artículo 41 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con el País Vasco, refiriéndose a la normativa aplicable a las Haciendas Locales, dispone:

 “Artículo 41. Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.

El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica se regulará por las normas que dicten las Instituciones competentes de los Territorios Históricos, cuando el domicilio que conste en el permiso de circulación corresponda a un municipio de su territorio”.

De lo anterior hay que concluir que refundición propuesta, de conformidad con lo dispuesto en el Concierto Económico con el País Vasco, es de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava, por lo que debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva.

2.- RÉGIMEN JURIDICO DE LA DELEGACIÓN NORMATIVA

La Diputación Foral podrá ejercer la potestad normativa en los supuestos de delegación previstos en la normativa foral (artículos 4, 5 y 15 de la Norma Foral de 7 de marzo de 1983 sobre Organización Institucional del Territorio Histórico de Álava, y artículo 62 y siguientes de la Norma Foral 52/1992, de 18 diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava).

El Título II de este último texto legal se dedica a las relaciones entre la Diputación Foral y las Juntas Generales y en concreto su Capítulo IV a la delegación normativa. En el mismo se establece que el Consejo de Diputados tendrá potestad para dictar disposiciones generales con rango de Norma Foral, denominadas Decretos Forales Normativos, cuando así se haya delegado por las Juntas Generales (artículo 62.1). 

El artículo 63 de dicha Norma Foral establece que:

“1- La delegación normativa deberá acordarse mediante Norma Foral, con precisión de la materia objeto de delegación y fijación del plazo para su ejercicio.

2.- La delegación se agota por el uso que de ella haga el Consejo de Diputados mediante la aprobación del Decreto Normativo correspondiente.

3.- La delegación normativa no podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Consejo de Diputados.”
Finalmente, el artículo 64, apartados 3 y 4 de la aludida Norma Foral:

“3. Las Normas Forales de autorización para la refundición de textos determinarán el ámbito normativo a que se refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

4. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, la delegación normativa puede establecer en cada caso fórmulas adicionales de control por las Juntas Generales.”

3.- COMPETENCIA ORGANICA Y HABILITACION NORMATIVA

La disposición final segunda de la Norma Foral 1/2017, de 8 febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava, publicada en el BOTHA de 20 de febrero de 2017, dispone:

“Disposición final segunda. Simplificación normativa y mejora de la calidad de la regulación.

1. Como manifestación específica de los principios de transparencia y de seguridad jurídica, la Diputación Foral de Álava acometerá una revisión, simplificación y, en su caso, consolidación normativa de su ordenamiento jurídico, con el fin de conseguir un marco normativo sencillo, claro y poco disperso, que facilite el conocimiento y la comprensión del mismo por parte de la ciudadanía, con las adaptaciones necesarias para hacer efectivo el principio de igualdad de mujeres y hombres y la extensión de un uso no sexista del lenguaje.

2. Ante la necesidad de abordar desde ya este proceso de consolidación legal, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 62 y siguientes de la Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava, se autoriza al Consejo de Gobierno Foral para aprobar, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Norma Foral, textos refundidos que integren, debidamente regularizados, aclarados y armonizados, las Normas que se enumeran a continuación, así como las disposiciones que las hayan modificado:

(…)

e) Norma Foral 44/1989, de 19 de julio, del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica”.

Finalmente, la Disposición final quinta de dicha Norma Foral establece que la misma “entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el BOTHA.”
En base al texto transcrito, la competencia orgánica para la aprobación del texto propuesto corresponde al Consejo de Gobierno y ha de ejercerse en el plazo de un año desde su publicación en el BOTHA. 

4.- PROCEDIMIENTO 

La tramitación del procedimiento se ha ajustado a las normas vigentes relativas a la elaboración de disposiciones generales, en cuanto al órgano competente para formular la propuesta, la emisión de los informes de impacto normativo, de efecto económico, de incidencia presupuestaria y de evaluación previa de impacto en función del género, la solicitud de consulta a la Comisión Consultiva y el órgano competente para su aprobación.

Por Orden Foral 145/2018, de 5 de marzo, del Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, se ha iniciado el procedimiento de elaboración del Decreto Foral Normativo y, en atención a lo señalado en el artículo 9 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo la consulta pública previa del avance del proyecto por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de esta trámite, de fecha 23 de marzo de 2018, en la que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.

Mediante la Orden Foral 643/2018, de 7 de noviembre, se aprueba el Proyecto de Decreto Foral Normativo y, a la vista de lo señalado en el artículo 13 del Decreto Foral 29/2017 se ha llevado a cabo el trámite de audiencia e información pública del avance del proyecto de Decreto Foral por medios telemáticos, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 3 de diciembre de 2018.

Por otra parte, con fecha 19 de diciembre de 2018, el Servicio de Normativa Tributaria emite un informe de impacto de género que concluye que se ha realizado una sustitución del lenguaje que utilizaba la Norma Foral por un lenguaje inclusivo acorde con la normativa de igualdad. El Servicio de Igualdad, Cooperación e Interculturalidad de esta Diputación Foral mediante informe de 21 de diciembre de 2018 concluye que, aparte del uso no sexista del lenguaje -lo cual se valora positivamente- el texto no recoge medidas explícitas relacionadas con la igualdad de mujeres y hombres, por lo que no es posible afirmar que vaya a tener un impacto positivo.
Por último, los informes de efecto económico del Servicio de Gestión de Ingresos Fiscales e incidencia presupuestaria del Servicio de Presupuestos y Compromisos Institucionales, ambos de fecha 7 de enero de 2019, preceptivos según lo previsto en el artículo 14 del Decreto Foral 29/2017, indican que no tiene impacto económico presupuestario al tratarse de una Norma Foral preexistente y tratarse de una materia de tributos locales cuya recaudación corresponde a las Corporaciones locales.
5.- EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN NORMATIVA

Con carácter previo a cualquier consideración sobre el contenido del proyecto de Decreto Foral Normativo sometido a consulta, es preciso examinar si concurren o no los requisitos para el ejercicio de la delegación normativa.

El primero es la existencia de la autorización para refundir, que, en este supuesto, se encuentra recogida en la Disposición final segunda de la Norma Foral 1/2017 anteriormente transcrita.

Igualmente debe considerarse adecuado el rango elegido para la disposición que aprueba el texto refundido, en este caso Decreto Foral Normativo.

En cuanto al plazo habilitado por la citada Disposición final segunda de la Norma Foral 1/2017 para el ejercicio por el Consejo de Gobierno de la competencia normativa delegada ha de señalarse que el proyecto de Decreto Foral Normativo ha sido remitido a esta Comisión Consultiva cuando ya ha transcurrido el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de la Norma Foral que habilita ha dicho órgano para su aprobación.

En efecto, la Norma Foral 1/2017 fue aprobada el 8 febrero de ese año y publicada en el BOTHA el 20 de febrero siguiente, estableciendo su Disposición final primera que entraría en vigor el día siguiente al de su publicación en el BOTHA, y la Disposición final segunda, que otorga la delegación normativa al Consejo de Gobierno, que la aprobación del texto refundido debería verificarse "en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Norma Foral".

Resulta, por tanto, que si bien el rango de la norma proyectada es el adecuado y la delegación legislativa se atiene a los requisitos exigidos, es claro que ha transcurrido el plazo de un año previsto en la disposición final segunda de la Norma Foral 1/2017, que finalizó el 20 de febrero de 2018.

El cumplimiento del plazo fijado por la Norma Foral que habilita al Consejo de Gobierno para el ejercicio por delegación de la competencia legislativa constituye un requisito esencial de la misma, de forma y manera que la no aprobación del correspondiente Decreto Foral Normativo en el plazo otorgado determina la caducidad de la delegación y, por ende, decae la competencia del órgano delegado para el ejercicio de la competencia normativa, sin perjuicio de que pueda obtenerse una nueva autorización de las Juntas Generales, haciendo improcedente la aprobación del proyecto de Decreto Legislativo sometido a consulta.
En estos términos se expresa el Consejo de Estado en Dictamen de 20 de noviembre de 2003 (expediente 2535/2003): “Resulta, por tanto, que si bien el rango de la norma proyectada es el adecuado y la delegación legislativa se atiene a los requisitos constitucionalmente exigidos, es claro que se ha dejado transcurrir el plazo de un año previsto en la disposición final quinta de la Ley 3/2002, de 19 de abril, para su ejercicio, por lo que debe entenderse que dicha delegación legislativa ha caducado el 4 de mayo de 2003 y, como consecuencia de ello, ha decaído la potestad para dictar el correspondiente Decreto Legislativo. 

Frente a la conclusión alcanzada, no es dable argumentar la tesis, que trasluce de las alegaciones formuladas en el expediente por una de las organizaciones empresariales comparecientes en el mismo y de la que parece hacerse eco la Secretaría General Técnica de la Consejería proponente, según la cual el transcurso del plazo a que se sujetó el ejercicio de la delegación legislativa no obsta un eventual uso extemporáneo. Y ello por cuanto el plazo establecido en las delegaciones legislativas es, por su propia naturaleza y conforme puede deducirse directamente del artículo 82.3 de la Constitución, un plazo de caducidad, cuyo mero transcurso implica la cancelación automática de la delegación e impide al Gobierno un uso intempestivo. Por lo demás, la pérdida de la potestad para dictar el correspondiente Decreto Legislativo, una vez transcurrido el plazo, es consecuencia lógica del carácter con el que el Gobierno deviene titular de aquella potestad. Lo contrario supondría reconocer al Gobierno una facultad absoluta e incondicionada de aprobar un Decreto Legislativo sin límite temporal alguno, facultad que la Constitución indudablemente no le reconoce (…). 

(…) Así las cosas, el Consejo de Estado considera, a la vista de la caducidad de la delegación legislativa, que no procede la aprobación del proyecto de Decreto Legislativo sometido a consulta, de tal suerte que su posterior aprobación requerirá obtener una nueva delegación legislativa de la Junta General del Principado de Asturias…” 
III. CONCLUSIONES

PRIMERA.- El Proyecto de Decreto Foral Normativo propuesto debe ser objeto de dictamen por la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, por ser materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava.

SEGUNDA.-Se ha incumplido el plazo previsto en la disposición final segunda de la Norma Foral 1/2017, de 8 febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava, por lo que el Proyecto de Decreto Foral Normativo no se adecúa al ordenamiento jurídico.
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